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Excmos.  Sres . :

D. Luis López Guerra

D. Eugenio Dlaz Efunil

D. Alvaro Rodríguez Bereijo
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D. Carles Viver Pi-SunYer

La Sal-a. ha

suspensión del recurso de

Catalán de la Salud.
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ASITNTO: Recurso de amparo

promovido por e} Instituto Ca-

talán de Ia Salud.

SOBRE: Sent,encia de la Sección

Pri:nera de la Audiencia

Provincial- de Tarragona en

recurso de apelación contra la

dictada por eI Juzgado de Ins-

trucción núm. L de dicha

ciudad, en juicio de faltas

por irnprudencia.

examinado la Pieza seParada de

amparo interpueeto por el Instituto

I. AI*fECEDENTES

L. Mediante escrito registrado en est,e Tribunal el

dÍa L7 de marzo de Lgg2, don Francisco Velasco Muñoz Cuél lar '

Procurador de los Tribunales, en nombre y representación del

Instit,uto Catalán de la Salud, interpuso recurso de amparo con-

tra Ia Sentencia de }a Sección Primera de la Audiencia

Provincial de Barcelona, de 20 de julio de 1991"r gü€ desestiJnó

recurso de apelación contra Ia dj-ctada por eL Juzgado de

Instrucción nr1m. L de dicha ciudad, de 29 de noviembre de L990,

en juicio de faltas por imprudencia.

2. De 1a demanda, y de la copia de las resoluciones

judiciales que a la misma se adjunta, resultan los siguientes

antecedentes fácticos :
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a) El Juzgado de Instrucción núm. 1 de Tarragona

dictó Sentencia en fecha 29 de noviembre de 1990, Pot Ia que

condenó a doña Mercedes Marzo Castillejo, como autora penal y

civilmente responsable de una falta de imprudencia simple con

resultado de muerte, a la pena de L0.000 peset'as de mult 'a con

tres dlas de arreeto sustitutorio, €r1 pago de la rnitad de }ae

costas del juicio y a indemnizar a don JoeI Borja y a doña

Marfa Antonio Espinoea Mil lán en la suma de L0 mil lones de

peset,ae, declarando la responsabil idad civi l  subsidiaria del

Insti tuto Catalán de la Sa1ud.

Dicha Sentencia fue confirmada en apelación por la

dictada por la Sección Prj:nera de la Audiencia Provincial de

Tarragona,  de 20 de ju l io  de L99l - .

b) con fecha 27 de agosto de 1-99L, el Letrado del

Instituto Catalán de la Salud interpuso recursd de nulidad de

actuaciones contra l-a Sentencia dict'ada por la Audiencia

Provincial, alegando que pese a que era parte en el

procedimiento y habia cornparecido formalmente en el recurso de

apelación, ta vista oraL del recurso se celebró sin su

presencia al no haber sido citado.

La Sección Pri¡nera de Ia Audiencia Provincial de

Tarragona, por Auto de I de noviembre de 1991, decret'ó la

nulidad de todo lo actuado a partir de la citación para la

celebración de la correspondient,e vist,a del recurso de

apelación, que se señalaría nuevamente en debida forma.

c) cont,ra el citado Auto interpueo recurso de sú-

plica Ia representación de don Joel Borja y doña Marfa Antonia

Espinosa Millán, irnpugnando, entre otros extremos, la declara-

ción de nulidad de actuaciones por no existir recurso alguno

contra la Sent,encia de apelación y no poder apreciarlo de ofi-

cio el Tribunal una vez dict,ada Sent,encia def initiva, de

conformidad con e l  a r t .  240.2  de  la  L .O-P.J . .
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Por Auto de ? de enero de L992, la Audiencia

Provincial desestimó el recureo de apelación.

d)  Por  sucesivos escr i tos,  €1 ú l t imo de e l los de

fecha 26 de enero de L992, la representación procesal de don

Joel Borja y doña Marla Antonia Espinosa Mil lán intereeó Ee re-

vocara la nulidad de actuaciones indebidamente decretada, a Io

que accedió la Audiencia por Auto de 6 de febrero de 1992, Pot

el que se acordó dejar sin efecto el Auto de 8 de noviembre de

199L y declarar la f irmeza de Ia Sentencia dict,ada en apelación

con fecha 20 de ju l io  de 1991- .

3. Se invoca en l-a demanda la lesión del derecho a

la  tu te la  j ud i c ia l  e fec t i va  s in  i nde fens ión  (a r t ,  24 .L  C .E . ) ,

como consecuencia de haberse omitido la citación del recurrente

de amparo para la celebración de la vista del recurso de

apelación. Dicha omj-sión, reconocida por la Audiencia

Provincial, considera el recurrente que le ha causado una

profunda y clara indefensión.

'  
Por el lo, suplica al Tribunal Constitucional que

aünita Ia presente demanda y, tras los trámites oportunos, dic-

te Sentencia por la que se otorgue el amparo solicit,ado y €¡e

declare la nulidad de actuaciones a partir del momento anterior

a Ia 'c i tac ión del  ju ic io  de apelac ión.

4. La Sección Tercera de la Sala Segunda de este

Tribunal, por providencia de 22 de junio de L992, acordó adni-

tir a trámite la demanda presentada por eI Procurador don Fran-

cisco Velasco Muñoz Cuéllar, en nombre y representación del

Insti tuto Catalán de Ia Salud, y, en aplicación de 1o dispueeto

en el art. 51 de la LOTC, reclamar de la Audiencia Provincial

de Tarragona certificación o fotocopia adverada de las actua-

ciones correspondientes al rol lo de apelación 80/9L, debiendo

previament,e emplazarse para que pudieran comparecer en eI

recurso de amparo a quienes hubieran sido parte en el
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procedimiento judicial.

Por providencia de 22 de octubre de 1992, la

Sección acordó tener por personados y parte en el procedimiento

a don Joel Borja y doña María Antonia Espinosa Mil lán, Y €o su

nombre aI Procurador de los Tribunales don Tomás Cuevas

Villamañán, asf como no tener por parte en el recurso de arnparo

a doña Mercedes Marzo Casti l lejos, por tener la posición proce-

sal de coadyuvante del recurrente y haber transcurrido con ex-

ceÉ¡o el plazo de veinte dlas que eetablece eI art. 44.2 de la

LOTC para recurrir en amparo.

5. Mediante escrito presentado en eete Tribunal con

fecha de 8 de octubre de 1992, fa rePresentación proceeal de1

Insti tuto Catalán de la Salud manif iesta que se encuentra en

trámite de ejecuci-ón la Sentencia del Juzgado de Instrucción

nrlm. 1 de Tarragona dictada en el juicio de faltas 78/90' POr

lo que solicit ,a la suspensión de su ejecución en tanto no se

resUelva e1 recurso' de amparo¡ Por cuanto, de aer eet, imado,

el lo causarfa mayores perjuicios y trastornos al declararse la

nulidad de actuaciones interesada asi como la retroacción de

las  m ismas .

La Sección Tercera, por providencia de 22 de octu-

bre de L992, acordó formar con eI precedente escrito la oportu-

na pieza para la tramitación del incidente de suspensión y, de

conformidad con el art. 56 de l-a LOTC, otorgar un plazo común

de tres dias a las partes recurrente y demandada y al

Ministerio Fiscal para que alegasen 1o que estimasen pert inent,e

sobre dicha suspensS-ón.

6. La representación procesal de don JoeI Borja y

doña Marla Antonia Espinosa Millán, mediante escrito registrado

con fecha 30 de octubre de Lgg2, manifiesta que por tratarse de

un recurso de anparo notoriamente extemporáneo no exist,e base

alguna para conceder la suspensión interesada. Destaca, a mayor

abundamiento, el carácter dilatorio de est,e incidente, ya que
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el Instituto Catalán de Salud ni en el recurso de amparo ni en

esta pi-eza de suspensión impugna las circunstancias a lae que

podía l j-mitar su defensa en cuanto responsable civi l ,  tales

como que 1a Sra. Marzo no fuese médico del Hospital Juan XXIII

de Tarragona y gue este est,ablecj¡niento no estuviera regido por

el citado fnsti tuto.

Por su parte, €I Fiscal ante el Tribunal constitu-

cionalr €I l  su escrito de 30 de octubre de L992, señala que Ia

ejecución del fal lo, de contenido exclusivamente económico, no

crea una situación irreversible que harla ineficaz un

otorgamiento deI amparo solicitado. Asl, según reiterado

criterio de este Tribunal, Iro es procedente la suepensión en

tales supueetos, puesto guer l legado eI ca8o, Ia suma abonada

en concepto de multa puede reintegrarse al intereeado y lae

correspondientes a las indemnizaciones devueltas por los

beneficiarios, adaptándose en este segundo caao la garantfa de

que se prest,e aval suficiente que asegure la devolución' (Cfr '

ATC 26 de octubre de L992r  f , .d .  2L46/92) .  Por  e l lo ,  est ima que

no procede acceder a la suspensión solicitada'

' Finalmente, la entidad demandanter €D 8u escrito de

3L de octubre de Lggz, interesa Ia suspensión de la ejecución

de Ia sentencia del Juzgado de Inetrucción nún. 1 de Tarragonat

puesto que de l levarse a cabo la ejecución provisional de la

misma carecerfa de objeto el amparo solicitado, ya que posible-

mente ser Ía d i f lc i l  o  imposib le recuperar  los L0.000.000 de pe-

setas a loe que se eleva ta condena en concepto de responsabi-

l idad civi l- ,  estando fuera de toda duda la solvencia del Insti-

tuto Catalán de la Salud.

II. FT'}TDAI,ÍEIIFOS JURIDICOS

L. El art,. 56 de la Ley orgánica de este Tribunal

prevé la suspensión del acto inpugnado en amparo cuando la eje-

cución pueda ocasionar un perjuicio que harla perder al recurso
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de amparo su finalidad, aunque autoriza tanbién a denegar Ia

suspensión cuando de eIIa pudiera seguiree perturbación grave

de los intereses generales o de los derechoe fundament,ales o

libertades prlblicas de un tercero. Mas, cuando la petición de

suspensión afecta a resoluciones judiciales, este Tribunal ha

venido manteniendo que la regla general debe ser la denegación

de dicha suspensión, habida cuent,a del interés general que iJn-

plica su ejecución, de forma que únicamente podrá accederse a

Ia medida cautelar interesada si de no acordarse Ia misma se

ocasiona un perjuicio que haga perder su finalidad al recurao

de amparo.

2.  En el  presente supuesto,  la resolución judic ia l

respecto a la que se solicita la suspensión de au ejecución

condena a la entidad recurrente en amparor como responaable ci-

vil subsidiario, a} pago de una determinada cantidad en concep-

to de indemnización. Ni la naturaleza de la condena, que es de

carácter exclusivamente económico, ni la finalidad perseguida

con el recurso de amparo permiten apreciar que la misma resulte

perjudicada con La ejecución de 1o judicialmente resuelto. En

relación con este úttirno aspecto se ha señalado ya en ocasiones

anteriores y respecto a supuestos similares (entre otros, ATC

130, L34t 150, L62, 3L5/L99O| t  gue cuando el  recurso de amparo

tiene por finalidad el reconocimiento de un derecho como el que

ahora se invoca, a obtener tutela judicial efect,iva, de forma

que 'eI pronunciamiento que se dicte en este á¡rtbito

constj-tucional no afectará en ningún caao al fondo de la

cuestión l it, igiosa, sino que a 1o sumo supondrá Ia emisión de

un nuevo fallo judicial que respete el derecho vulnerado, no

puede entenderse perjudicado e1 fin del recurso con dicha

ejecución, porque si La u]terior Sentencia judicial 8e

pronuncia en el fondo de manera análoga a la j:npugnada

deeaparece todo perjuicio seguido de Ia ejecución Yt en ca6o

contrario, esto €8r si el fallo dif iere del anterior, tampoco

se deriva de ét tal perjuicio irreparable habida cuenta de la

naturaleza estrictamente económica de la ejecución, de posible

reparación mediante la simple devolución de lo cobrado.
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EI interés general en eI cumplimiento de las

resoluciones judiciales y La necesidad de evitar los perjuicios

que a los beneficiarj-os de la indemnización causarla la demora

en su percepción hacen procedente, en el presente supuesto,

denegar Ia suspensión que se solicita. Sin embargo, tampoco

cabe ignorar que ]a e jecución de la Sent,encia irnplica un

perjuicio económico para La recurrente, del que ésta deberfa

ser resarcida en el caso de que su recurso de amparo prosperara

y, poeteriorment,e¡ se resolviera el juicio de faltas en sentido

absolutorio para Ia actora. Para evitar eete eventual

resarcimiento, este Tribunal en muy numerosas ocasiones ha

condicionado la continuación de La ejecución a la prestaciónt

por el beneficiario de la misma, de aval o caución suficiente

para asegurarr €D su caao, la devolución de lo percibidor en

los términos que el órgano judicial encargado de Ia ejecución

est ime necesar ios.

En virtud de l-o expuesto, ld Sala acuerda no acce

der a la suspensión solicitada, debiendor rro obet'ante, ]a parte

ejecutante garantizar la eventual devolución de la cantidad que

percibiese como indemnización en Ia cuantla y forma que

establezca el órgano judicial encargado de Ia ejecución.

Madrid, a dieciseis de noviembre de mil novecientos

noventa y dos.
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